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ORDEN de 11 de febrero de 2004, por la que acuer-
da la publicación del texto íntegro del Procedimiento de
Coordinación para la Atención a Menores Víctimas de
Malos Tratos en Andalucía

Con fecha 20 de noviembre de 2002, se estableció un
procedimiento de coordinación entre las Consejerías de Go-
bernación, de Justicia y Administración Pública, de Salud, de
Educación y Ciencia y de Asuntos Sociales de la Junta de An-
dalucía, la Delegación de Gobierno en Andalucía, el Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, la Fiscalía del Tribunal Su-
perior de Justicia de Andalucía y la Federación Andaluza de
Municipios y Provincias para la atención a Menores Víctimas
de Malos Tratos en Andalucía, en el que, al margen de estable-
cerse las bases de coordinación y las pautas de actuación, las
Instituciones firmantes se comprometen a colaborar en la im-
plantación de un sistema de Registro de casos de maltrato
infantil, que aporte información y permita un adecuado cono-
cimiento social sobre la realidad existente sobre los casos de
maltrato a menores.

Mediante el Decreto 3/2004, de 7 de enero, se establece
el sistema de información sobre maltrato infantil en Andalucía,
siendo la razón de ser del sistema, cuya regulación se aborda
en este Decreto, facilitar una actuación coordinada en la pro-
tección de menores.

Hallándose próxima la entrada en vigor de la mencionada
disposición, y con el mismo objeto de favorecer la coordina-
ción de actuaciones en la materia, resulta conveniente la pu-
blicación del texto íntegro del Procedimiento de Coordinación
suscrito el 20 de noviembre de 2002.

En su virtud,

D I S P O N G O

Dar publicidad al texto íntegro del Procedimiento de Coor-
dinación entre las Consejerías de Gobernación, de Justicia y
Administración Pública, de Salud, de Educación y Ciencia y de
Asuntos Sociales de la Junta de Andalucía, la Delegación de
Gobierno en Andalucía, el Tribunal Superior de Justicia de An-
dalucía, la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de An-
dalucía y la Federación Andaluza de Municipios y Provincias
para la atención a Menores Víctimas de Malos Tratos en An-
dalucía de 20 de noviembre de 2002, que figura como Anexo
de esta Orden.

Sevilla, 11 de febrero de 2004

                                                                ISAIAS PEREZ SALDAÑA
Consejero de Asuntos Sociales

A N E X O

PROCEDIMIENTO DE COORDINACION PARA LA ATENCION A
MENORES VICTIMAS DE MALOS TRATOS

I N D I C E

1. Introducción.
2. Actuación Coordinada de las Instituciones.
3. Principios Generales de la Intervención Protectora ante

Situaciones de Maltrato Infantil.
4. Derechos de los y las Menores.
5. Pautas de Actuación a Desarrollar desde las Distintas

Instancias.

1. Introducción
Aunque los malos tratos a la infancia han sido una lacra

constante en la historia de la Humanidad, no es hasta media-

dos del siglo XX que se comienza a describir por parte de la
comunidad científica (Síndrome del Niño Apaleado) y se inicia
entonces el desvelamiento de un problema que, en gran medi-
da, permanecía oculto a la percepción de la comunidad, por
los obstáculos sociales, culturales y afectivos que su reconoci-
miento conllevan.

La primera vez que se defendió a una niña por malos
tratos ante un tribunal, fue en Nueva York, en 1874. Sólo gra-
cias a la legislación para la protección de los animales pudo
ser defendida legalmente por la Sociedad Americana para la
Prevención de la Crueldad hacia los Animales, porque no exis-
tían leyes para la protección de la infancia.

Es recientemente cuando la infancia ocupa un lugar so-
cial y cultural sustantivo, que exige el reconocimiento de sus
necesidades y la afirmación de sus derechos, en el contexto
de un avance universal del catálogo de derechos humanos,
colectivos e individuales. Junto a ello, se amplía la noción de
maltrato más allá de los límites del maltrato físico, hasta otras
formas de violencia emocional, sexual, laboral, asistencial y
hasta otros contextos deficitarios o abandónicos, es decir, la
definición del maltrato incluye lo que se hace (acción), pero
también lo que no se hace (omisión) o lo que se realiza de
modo inadecuado (negligencia). Hoy la perspectiva se orienta
hacia las necesidades del niño, físicas, psicológicas, afectivas,
sociales, etc., y se adopta un enfoque evolutivo y ecológico
desde el que instaurar los esfuerzos de promoción y de protec-
ción de la infancia.

Distintos Organismos Internacionales sensibilizados por
el maltrato infantil comenzaron a realizar Declaraciones y Re-
comendaciones, como fue la «Declaración de Ginebra o Ta-
blas de los Derechos de los Niños» de la Sociedad de Nacio-
nes en 1924; la «Declaración de los Derechos del Niño» en
1959, de la Asamblea General de la Organización de las Na-
ciones Unidas que proclama diez principios básicos que de-
ben orientar las políticas nacionales y los comportamientos
sociales hacia la protección de la infancia, para que pueda
desarrollarse física y socialmente de forma saludable (Princi-
pios I y IV), en un ambiente de afecto y seguridad (Principio
VI) y ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad y
explotación (Principio IX); las Recomendaciones 561 de 30 de
septiembre de 1969 y la 874 de la Asamblea parlamentaria
relativa a la «Carta Europea de los derechos de los niños» del
Consejo de Europa dirigidas a prevenir los malos tratos; La
«Convención sobre los derechos del niño», de 20 de noviem-
bre de 1989 de las Naciones Unidas que viene a dar concre-
ción y forma jurídica a los Principios de la Declaración del año
1959, y que España ratifica en 1990 (BOE de 31 de diciem-
bre); y por último las Resoluciones de las Naciones Unidas
que proclaman la Década 2000 al 2010 «Década Internacio-
nal para la Cultura de la Paz y No-Violencia para los Niños» , y
la necesidad de trabajar a favor de la Paz y No-Violencia en la
vida diaria de cada niño y niña, en los hogares, en las escue-
las, en la comunidad y en la programación televisiva, como el
mecanismo a nuestro alcance para la construcción de la Paz
desde la Comunidad Educativa Escolar.

Estos notables pasos en la conformación de un catálogo
de derechos fundamentales para todo menor tiene su trasla-
ción interna en los ordenamientos jurídicos de los estados que,
como el español, suscribieron la Convención sobre los Dere-
chos de los Niños, en la consideración de que toda violencia
contra los niños constituye una violación de los Derechos Hu-
manos; y de que el buen trato a la infancia es el signo más
cierto del progreso social y cultural de los pueblos y de su
fuerza moral.

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección
Jurídica del Menor regula, en el ámbito estatal, la Protección
de Menores y el reconocimiento de los derechos instituidos en
las normas internacionales. En Andalucía, a su vez, se aprobó
la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los derechos y la atención al
menor, en la que se regulan los instrumentos de protección de
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los derechos de los menores, y, con posterioridad, en el des-
arrollo reglamentario de la misma, el Decreto 42/2002, de 12
de febrero, del régimen de desamparo, tutela y guarda admi-
nistrativa, establece los procedimientos administrativos que
garanticen la efectividad de los derechos de los menores.

En lo fundamental, el maltrato infantil que ocurre en el
contexto familiar, tiene una etiología multifactorial y una exis-
tencia a menudo larvada, lo que conlleva una dificultad intrín-
seca para su conceptualización y para su definición. Se acep-
ta que la familia por sí sola no puede satisfacer todas las nece-
sidades de los niños y que, cuando los padres son incapaces
para proteger a sus hijos de situaciones abusivas o son ellos
mismos los agentes del maltrato, todos los ciudadanos y las
instituciones tienen el deber de denunciarlo y la comunidad
debe intervenir para proteger a los menores y preservar sus
derechos.

La protección a la infancia integra tanto la acción protec-
tora en sentido estricto como la totalidad de actuaciones que
desde las distintas instancias sociales aseguran el bienestar
infantil. Más allá de las intervenciones de promoción y preven-
ción que deben animar las políticas de atención a la infancia,
las tareas de detección, investigación e intervención en casos
de maltrato infantil configuran un procedimiento laborioso y
especializado, que debe preservar la integridad de los meno-
res y los derechos de ellos y de sus familias. Por ello, y por la
complejidad del proceso, es esencial asegurar la integración
de los esfuerzos y la coordinación entre los servicios públicos,
en cumplimiento de las directrices morales y legales estableci-
das en nuestra sociedad.

Existen, por tanto, diferentes mecanismos sociales de pro-
tección a la infancia y diferentes niveles de responsabilidades,
deberes y competencias que conforman el sistema de protec-
ción a la infancia. Con este espíritu, establece la Ley 1/1998
en su artículo 6: «Las Administraciones Públicas de Andalucía
actuarán de forma coordinada en aras a garantizar el adecua-
do ejercicio de los derechos de los menores, fomentando la
colaboración con el resto de las Administraciones Públicas del
Estado español», lo que permite hablar de una orientación
estratégica en el que el Sistema de Atención a la Infancia de
Andalucía se configura como conjunto articulado de detec-
ción, evaluación e intervención en situaciones de riesgo y
desprotección infantil y en el que están involucrados todos los
ciudadanos y, en especial, la totalidad de los Servicios Públi-
cos, con singular relevancia de los Servicios Sociales, Servi-
cios de Salud, Educación, Sistema Judicial, Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad.

El objetivo de la coordinación consiste en consensuar
mecanismos y procedimientos de actuación que permitan a
las diferentes instituciones y profesionales implicados coope-
rar de manera eficaz para conseguir la protección del niño,
evitando la duplicidad de servicios y la disparidad de criterios
y objetivos.

Por todo ello, al objeto de desarrollar y potenciar una ac-
tuación coordinada que permita un tratamiento intersectorial,
interdisciplinar e integral de la atención de menores que su-
fren malos tratos, las Consejerías de Gobernación, Justicia y
Administración Pública, Salud, Educación y Ciencia y Asuntos
Sociales, la Delegación del Gobierno en Andalucía, el Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, la Fiscalía del Tribunal Su-
perior de Justicia y la Federación Andaluza de Municipios y
Provincias, en su compromiso de aunar esfuerzos para traba-
jar en orden a erradicar la violencia contra la infancia, adop-
tan el presente Procedimiento de Coordinación.

2. Actuación coordinada de las Instituciones.
El presente protocolo establece las bases de coordinación

y las pautas de actuación que deberán informar la interven-
ción de las diferentes instituciones públicas y de los distintos
ámbitos de actuación profesional, desde una concepción glo-
bal, integrada e intersectorial y según la responsabilidad que

les compete para preservar y defender los derechos de los
niños y de las niñas y para intervenir cuando los mismos sean
vulnerados, especialmente ante situaciones de maltrato.

Las Instituciones responsables de la atención a la infan-
cia se comprometen:

- A intervenir de manera inmediata y a colaborar con otras
instancias responsables, prestando el apoyo necesario que otras
instituciones requieran.

- A impulsar la sensibilización y la formación de los profe-
sionales que intervienen en los diferentes ámbitos profesiona-
les contemplados en el presente protocolo para que repercuta
en una mejora general de la atención a menores víctimas de
maltrato.

- A colaborar en la implantación y mantenimiento de un
sistema de Registro de casos de maltrato infantil que permita
un adecuado conocimiento epidemiológico y el establecimien-
to de protocolos de notificación y seguimiento homogéneos.

- A constituir Comisiones de Seguimiento en el ámbito
provincial y local.

- A impulsar y desarrollar los principios y el procedimiento
de actuación establecidos en el presente Protocolo, así como
a garantizar los derechos de las niñas y de los niños de acuer-
do a los principios generales que inspiran la intervención pro-
tectora.

3. Principios generales de la intervención protectora ante
situaciones de maltrato infantil.

La actuación ante las situaciones de maltrato infantil debe
estar inspirada en los siguientes principios:

- La intervención protectora ha de estar inserta en un marco
más amplio de promoción del bienestar infantil.

- El interés superior del menor prevalecerá en todo el pro-
ceso de decisiones y actuaciones.

- La familia es el mejor contexto para satisfacer las nece-
sidades del menor, siempre que ésta cumpla las funciones de
educación y protección del menor.

- Todo el sistema de atención a la infancia debe estar
orientado a la prevención primaria y a la detección temprana.

- La intervención ante casos de maltrato infantil debe go-
zar de la máxima prioridad, ha ser planificada y coordinada y,
en la medida de lo posible, debe respetar la continuidad de la
historia familiar y personal del niño.

- Los servicios de protección, en el caso de que no se
pueda garantizar la seguridad y desarrollo de los menores den-
tro de su propia familia, deberán asegurar la satisfacción de
sus necesidades separándolos de su medio familiar y propor-
cionándoles un contexto de convivencia alternativo.

- Se deben desarrollar estrategias y recursos para posibili-
tar la reunificación familiar. En todo caso, los esfuerzos deben
dirigirse a buscar la integración definitiva del menor en un
entorno familiar estable y seguro.

- Todas las actuaciones deben mitigar los procesos de
victimización secundaria, inspirándose en el principio de míni-
ma intervención, evitando actuaciones repetitivas, y con crite-
rios de celeridad, especialización, coordinación e interdiscipli-
nariedad.

4. Derechos de los y las menores.
Se establece como derechos de los y las menores que

sufren situaciones de malos tratos los siguientes:

1.º Derecho a su protección y su seguridad.
2.º Derecho a recibir la atención necesaria en el menor

plazo de tiempo.
3.º Derecho a que se preserve en todo momento su inti-

midad y privacidad.
4.º Derecho a no verse obligados a repetir innecesaria-

mente el relato de los hechos.
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5.º Derecho a que se les eviten desplazamientos innece-
sarios.

6.º Derecho a ser informado, de acuerdo con el grado
desarrollo, en cada momento de las actuaciones que se vayan
realizando.

7.º Derecho a ser oído.

5. Pautas de actuación a desarrollar desde las distintas
instancias.

I. Los Servicios Sociales.
Los Servicios Sociales (Corporaciones Locales) son la prin-

cipal vía de acceso de los ciudadanos a los servicios especia-
lizados y tienen una labor fundamental en la prevención, de-
tección y atención a la infancia y adolescencia:

- Cuando los Servicios Sociales detecten un posible caso
de maltrato infantil, o tengan conocimiento de él a través de
otra instancia, priorizarán su atención y actuarán, en un pri-
mer momento, valorando la información existente y recaban-
do toda aquella complementaria que se estime necesaria (edu-
cativa, sanitaria…).

- Atendiendo a la urgencia y gravedad del mismo, se de-
berá decidir sobre la necesidad de denunciar y/o notificar a
las entidades competentes, para garantizar la protección y aten-
ción inmediatas que el menor requiera, aportando los infor-
mes técnicos que corroboren esta situación, que se podrán
complementar con posterioridad con la remisión de nueva in-
formación.

- En los casos en que se estime necesario, se acompaña-
rá al menor a un centro sanitario para que reciba la atención
que precise, informando después a la familia de la actuación
realizada, y se solicitará, en su caso, el apoyo y asesoramiento
de otros profesionales especializados (dispositivos de salud
mental, equipos de evaluación y tratamiento de abuso sexual,
centros de atención a toxicomanías…)

- De no existir criterios de urgencia, los Servicios Sociales
continuarán la evaluación y determinarán la intervención y el
tratamiento a realizar desde los propios Servicios y las ac-
tuaciones complementarias que se precisen desde otras
instancias.

- Cuando se sospeche la existencia de un delito, se debe
denunciar en el Juzgado de Guardia, y ponerlo en conocimien-
to de la Fiscalía de menores y, si se estima que la integridad
del menor corre peligro, se debe recabar la colaboración de la
Policía para que preste la protección necesaria.

- Toda situación de maltrato o desprotección, tras la eva-
luación inicial, conllevará las siguientes actuaciones:

a) Si se califica de Leve los Servicios Sociales dispondrán
las intervenciones necesarias y si se estima abordable desde
otros ámbitos profesionales (escolar, salud mental…), se pres-
tará el apoyo y asesoramiento necesarios para conseguir una
intervención integral y coordinada.

b) En los casos en que se valora el maltrato como Mode-
rado los Servicios Sociales evaluarán la totalidad de la proble-
mática que subyace al contexto maltratante y establecerán un
plan de intervención interdisciplinar y personalizado, que exi-
girá el empleo de estrategias de actuación y tratamiento con
los recursos psicosociales necesarios para incidir significativa-
mente sobre el problema, de modo tal que la permanencia del
menor en su medio familiar garantice su integridad y su bien-
estar básicos. Esta intervención de los Servicios Sociales (Cor-
poraciones Locales) en las situaciones de Riesgo se regula
legalmente en los artículos 22.1 y 18.1 de la Ley 1/1998 de
20 de abril.

c) Si el maltrato se califica de Grave se habrá de derivar el
caso a la Delegación Provincial de la Consejería de Asuntos
Sociales, junto a la información recabada (social, psicológica,
educativa, sanitaria, legal, etc.), donde se reflejen el conjunto

de las intervenciones realizadas y se proponga, en aras del
superior interés del menor y una vez agotadas las posibilida-
des de actuación en el propio medio, la adopción de una me-
dida de protección que implique su separación familiar.

d) Si se valora la situación como urgente y se estima nece-
saria una medida de protección provisional para garantizar la
integridad del menor, se le solicitarán estas medidas cautelares
a la Entidad Pública (Delegación Provincial) u otros órganos com-
petentes (Juzgado de Guardia, Fiscalía de Menores…), sin me-
noscabo de la continuidad que la intervención de los Servicios
Sociales exija con la familia del menor y de la remisión de los
Informes técnicos que la Entidad Pública requiera.

e) Los Servicios Sociales colaborarán con la Administración
de la Junta de Andalucía en el seguimiento de la situación
personal y familiar de los menores acogidos a medidas de
protección, interviniendo coordinada y complementariamente,
y, en su caso, en el apoyo a la reunificación de los mismos en
su ámbito familiar.

II. Los Juzgados.
La actuación de los órganos judiciales ante casos de

maltrato infantil se puede producir en cualquier momento de
la intervención protectora, y conlleva el ejercicio de las funcio-
nes establecidas por las normas legales aplicables, que tienen
en cuenta el interés superior del menor.

Para facilitar la plena efectividad de los derechos de los
menores, es aconsejable que los órganos judiciales competen-
tes tengan en cuenta las siguientes pautas, o recomendaciones,
en la realización de las actuaciones judiciales, dejando a salvo
en todo caso el ejercicio de sus competencias jurisdiccionales:

- Ante un caso de maltrato infantil, se valorará la conve-
niencia de la intervención forense respecto de la víctima para
evitar la revictimización, teniendo en cuenta que, no existen
lesiones físicas, puede ser idóneo iniciar la intervención con
una exploración psicosocial y, según el resultado, valorar la
necesidad de intervención del forense.

- Las medidas de aseguramiento de pruebas así como
sobre la adopción de medidas cautelares de protección son
esenciales en este tipo de intervenciones dada la situación de
vulnerabilidad del menor.

- En los casos urgentes resulta conveniente que un médico
forense y un médico del hospital en el que esté ingresado el
menor exploren conjuntamente al menor en el mismo centro
hospitalario de forma inmediata, por lo que se procurarán las
medidas de organización del servicio de guardia que hagan po-
sible la presencia del médico forense en este reconocimiento.

- Cuando se tiene conocimiento de que el menor ha sido
objeto de otras intervenciones profesionales por parte de otros
ámbitos profesionales, es recomendable efectuar una coordi-
nación previa entre los equipos que han actuado, antes de
iniciar o de seguir la intervención.

- Se ha de valorar la conveniencia de elaborar un plan de
trabajo común para dar respuesta tanto a las necesidades del
menor como a la demanda judicial.

- La celeridad en la información al Ministerio Fiscal permiti-
rá que actúe desde el inicio del procedimiento en el ejercicio de
sus competencias tuitivas del menor, garantizando su protección.

- Siempre que sea posible se procurará que en las diligen-
cias de toma de declaración del menor por el Juez competen-
te éste sea asistido por el Equipo Especializado.

- Se debe promover la mayor agilización posible de la causa.
- Se tenderá a establecer mecanismos procesales que mi-

nimicen las consecuencias sobre la víctima de las actuacio-
nes a realizar en los procedimientos judiciales (victimización
secundaria). Entre tales medidas se recomiendan:

a) Que la actuación de los profesionales en los procedi-
mientos judiciales se realicen con consideración a los meno-
res, tomando en cuenta su edad y aptitudes.
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b) Reducir la toma de declaración al menor a los aspectos
más relevantes y procurar que esta diligencia de declaración no
se reitere ni se extienda innecesariamente, teniendo en cuenta
la posibilidad de que los datos aportados por la investigación
policial-judicial sean suficientes. En los casos en que el menor
presenta grave afectación como víctima, se procurará posponer
su declaración hasta que se recupere psicológicamente.

c) La declaración del menor en la Sala de Vistas se reali-
zará en los casos que sea imprescindible, procurando en la
medida de lo posible que la celebración del juicio se practique
a puerta cerrada, sin la presencia de público ni de medios de
comunicación.

d) Procurar asistencia psicológica a los menores durante
los interrogatorios así como permitir la presencia de personas
de apoyo.

e) En fase de instrucción, se recomienda que las pruebas
periciales sean las imprescindibles y que, en cualquier caso,
sean practicadas en la forma que menos perjuicio ocasionen
al menor.

f) Adaptar la sala de audiencias para crear un ambiente
confortable.

g) Reducir las diligencias consistentes en careos o recons-
trucciones de los hechos a los supuestos en que sean impres-
cindibles.

h) Evitar que durante el desarrollo de las actuaciones del
procedimiento el menor sufra situaciones de enfrentamiento
con el agresor.

i) Utilizar un lenguaje comprensible para el menor.
j) Procurar la protección visual del menor siempre que

sea necesario.
k) Valorar las declaraciones que el menor, en un ambien-

te de confianza, haya podido realizar a otros menores.

III. Fiscalía de Menores.
La actuación del Ministerio Fiscal se puede producir en

cualquier momento del proceso de intervención técnico y le
corresponden las siguientes competencias:

- Intervenir legalmente ejerciendo la acusación en los pro-
cesos penales por maltrato a menores.

- Investigar hechos denunciados directamente ante la Fis-
calía y, en su caso, archivar las diligencias.

- Proponer al Juez medidas de protección cautelares, en
los casos de urgencia, e informar a la Delegación Provincial de
Asuntos Sociales para la adopción posterior de la medida le-
gal de desamparo.

- Asegurar que se preserve el derecho a la intimidad del
menor y que se eviten procedimientos dolorosos o superfluos
para el menor.

- Garantizar que las acciones penales y/o de protección
acordadas preserven el proceso de esclarecimiento de los he-
chos acontecidos y las necesidades ulteriores que el menor
requiera derivadas de los procedimientos antedichos (de trata-
miento, asistencia legal, separación familiar…).

- Supervisar la situación de los menores con medidas de
protección, conociendo, al menos semestralmente, informa-
ción actualizada de su situación personal.

IV. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (dependientes del

Gobierno de la Nación, de la Comunidad Autónoma y de las
Corporaciones Locales) actuarán, ante casos de maltrato in-
fantil, cumpliendo las siguientes pautas de actuación:

- Se coordinarán con las instancias adecuadas cuantas
acciones sean necesarias, especialmente, aquéllas relaciona-
das con la forma de tomar declaración al menor y el contexto
de exploración y de atención inmediata, procurando incluso,
cuando sea posible, adecuar la indumentaria para la mejor
atención de los menores.

- Las primeras diligencias policiales deben garantizar la
protección inmediata del menor y asegurar la recogida de prue-
bas y, posteriormente, se remitirán a las instancias compe-
tentes los informes que recojan el resultado de sus averi-
guaciones.

- Se practicarán todas aquellas actuaciones que sean ne-
cesarias para garantizar la dignidad y la integridad física y
moral de la víctima, tanto en el lugar de los hechos como
durante los traslados a centros hospitalarios y asistenciales y,
en su caso, al domicilio.

- Se debe prestar el auxilio necesario a otras instituciones
(Servicios Sociales, Educación, Salud…), cuando así se le so-
licite por parte de éstas, para garantizar la seguridad y la inte-
gridad del menor y de los profesionales que lo atienden y para
la realización de averiguaciones e Informes que puedan
solicitarse en colaboración .

- Se debe colaborar con los Servicios de protección en la
ejecución del procedimiento y de las medidas administrativas
cuando el interés del menor así lo requiera, en aquellos casos
en que falta la colaboración necesaria de los padres o cui-
dadores.

- Cuando la Policía detecte a un menor en situación de
abandono o desprotección debe, una vez adoptadas las medi-
das de atención inmediata que precise (atención sanitaria,
localización familiar) ponerlo en conocimiento de la Entidad
Pública competente o, en su caso, del Ministerio Fiscal que
dispondrán las actuaciones necesarias para garantizar la pro-
tección integral del menor.

- Si la policía detecta un posible caso de maltrato hacia
un menor informará sobre el mismo según las circunstancias:

En los casos de maltrato leve y moderado, a los Servicios
Sociales.

En las situaciones de maltrato grave o que requieran una
actuación urgente, a la Delegación Provincial de Asuntos
Sociales.

En cualquier caso, cuando se aprecie un posible delito,
se notificará también al Juzgado de Guardia y al Ministerio
Fiscal.

V. Servicios Educativos.
Los Servicios Educativos tienen un papel fundamental en

la detección y atención de menores maltratados, gracias al
contacto normalizado y continuado que mantienen con los
niños y sus familias:

- Los Centros educativos deben elaborar aquellos Infor-
mes que puedan ser necesarios para la intervención de otras
instancias o instituciones, garantizando la confidencialidad y
el anonimato necesarios.

- Se deben realizar evaluaciones psicopedagógicas con
carácter preventivo y promover la formación necesaria a los
técnicos (orientadores, psicólogos, pedagogos) del sistema
educativo sobre los indicadores que puedan relacionarse con
la existencia de situaciones de maltrato infantil, así como in-
cluir esta problemática en el currículo de formación inicial y
permanente de los profesores.

- La sospecha de maltrato por parte de cualquier profe-
sor/a determinará de modo inmediato que los equipos técni-
cos del sistema educativo intervengan en la evaluación, reca-
bando con la mayor celeridad toda la información de carácter
psicopedagógico, familiar (Servicios Sociales) y del propio
menor.

- La misión de los Servicios especializados del sistema
educativo no es tanto determinar la ocurrencia o no del mal-
trato cuanto valorar la situación global del menor (necesida-
des de atención, estado emocional, apoyo familiar, etc.) y la
manera de canalizar la problemática planteada. Esta primera
valoración determinará las necesidades de atención inmedia-
ta que el menor requiera (asistencia sanitaria, protección poli-
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cial, apoyo psicológico) y se asegurará esta asistencia, si fue-
se necesaria.

- Cuando se sospeche de la existencia de lesiones se debe
acompañar al menor a un centro sanitario para su valoración
clínica, informando después a la familia de la actuación reali-
zada, y, en su caso, realizar además la correspondiente de-
nuncia a la Autoridad Judicial y la notificación verbal y escrita
a la Delegación Provincial de Asuntos Sociales.

- Atendiendo a la gravedad de la situación detectada, los
servicios educativos actuarán:

a) En los casos de maltrato leve se diseñará un plan de
intervención desde el ámbito educativo que aborde la proble-
mática psicosocial del menor, con el apoyo y seguimiento de
Servicios Sociales y de otros recursos sociocomunitarios (sa-
lud mental, y otros).

b) En los casos de maltrato moderado se dispondrá la in-
mediata coordinación, notificación (mediante informes técni-
cos) y derivación a los Servicios Sociales (Corporación Local).

c) Cuando se estima que existe probabilidad de que el
menor sufra maltrato grave se notificará de modo verbal y por
escrito a la Delegación Provincial de Asuntos Sociales y, en su
caso, al Juez de Guardia, aportando los informes técnicos per-
tinentes.

d) En los casos de urgencia que se estima que peligra la
integridad del menor, se notificará de forma inmediata a la
Delegación Provincial de Asuntos Sociales, Autoridad Judicial
o Ministerio Fiscal, sin menoscabo de que los propios servi-
cios educativos garanticen la atención inmediata que el me-
nor requiera (acompañamiento a centro sanitario, protección
policial…).

- El Director/a del centro dará cuenta de las actuaciones
realizadas a la Inspección Educativa y a los Servicios Sociales,
así como a los propios servicios especializados (Equipo de
Orientación Educativa o al Departamento de Orientación) para
su adecuado seguimiento y coordinación.

VI. Servicios Sanitarios.
Los Servicios Sanitarios constituyen un pilar básico en

todo el sistema de atención a la infancia y, particularmente,
en aquellos casos de menores que sufren maltrato:

- El Centro sanitario debe garantizar en todo momento la
protección inmediata del menor, la confidencialidad y el ano-
nimato necesarios, así como la emisión de aquellos Informes
técnicos que puedan ser necesarios para la intervención de
otras instancias o instituciones.

- La actuación sanitaria debe ser integral y continuada en
el tiempo. Incluye tratar las lesiones producidas y proveer la
correcta intervención terapéutica (enfermedades de transmi-
sión sexual, profilaxis postcoital del embarazo, psicoterapia...).
Las primeras intervenciones deben ir orientadas a dar protec-
ción inmediata y apoyo psicológico a la víctima, tratar
médicamente posibles lesiones y conseguir pruebas médicas
que posibiliten la persecución judicial del delito.

- El Centro sanitario está obligado a denunciar los casos
de lesión a través del correspondiente parte al Juzgado de
Guardia, pero también a notificar las situaciones de riesgo y
de sospecha a las instancias administrativas con competencia
en protección de menores. Cuando tienen la sospecha deben
realizar un examen (anamnesis y exploración clínica que in-
cluya indicadores psicosociales de riesgo/maltrato), elaborar
un informe y hacer la notificación, sea cual sea su especia-
lización.

- En cada dispositivo sanitario se debe informar de todos
los casos de riesgo detectados a la Unidad de Trabajo Social
para que ésta se coordine con otras instancias, complemente
la evaluación psicofamiliar, oriente y efectúe el seguimiento
que el caso precise.

- Cuando se diagnostiquen daños que hayan podido ser
causados por maltrato infantil se expedirá el parte de lesiones,
que será elaborado con letra legible, con identificación del fa-
cultativo, donde se recoja obligatoriamente el alcance de las
lesiones (físicas y/o psicológicas) y su valoración, así como
posibles agresiones anteriores. En él se incluirá también la
valoración del estado emocional, las pruebas complementa-
rias realizadas, el tratamiento aplicado, si se precisó o no in-
greso hospitalario y el avance de un pronóstico. Deben reali-
zarse fotografías en caso de lesiones como prueba.

- Es esencial que la exploración y, en su caso, toma de
muestras se inscriban en un ambiente no traumático y lo más
relajado posible.

- Cuando, durante la exploración y asistencia al menor, se
aprecie riesgo para su integridad, se puede solicitar la inter-
vención del Fiscal de Menores o de la Policía.

A) En Atención Primaria:

- Se establecerá un protocolo de detección de niños en
situación de riesgo a través de la coordinación de los distintos
programas sanitarios (de Educación maternal, Educación para
la salud, control del puerperio y recién nacido, visitas domici-
liarias, seguimiento en Salud Mental), y con el asesoramiento
y la coordinación necesaria con los Servicios Sociales.

- Debe protocolizarse la valoración del riesgo y/o maltrato
en el embarazo y en neonatología (maternidad no comparti-
da, embarazo adolescente con inadaptación psicosocial, ma-
nifestaciones de rechazo al embarazo, relaciones familiares
conflictivas, gestantes sin pautas educativas y marginadas,
enfermedad mental/deficiencias psíquicas...).

- En Salud Mental se ha de establecer un protocolo para
la detección y actuación en casos de riesgo y maltrato infan-
til, con particular atención a la disponibilidad de tratamien-
tos que incidan sobre las secuelas y eviten ulteriores
victimizaciones.

B) En el Hospital:

- En los casos en los que el maltrato revista mayor grave-
dad y tenga carácter de urgencia médica habrá que derivarse
de forma inmediata al Servicio de Urgencias del Hospital, don-
de el menor puede quedar ingresado. Se procederá a la explo-
ración física y psicológica, toma de muestras y parte de lesio-
nes dirigido al Juez de Guardia. Para evitar duplicidad de inter-
venciones, se ha de procurar que el reconocimiento se haga
conjuntamente por médico forense (a solicitud judicial) y
especialista(s) hospitalario(s), que emitirán Informe al Juzga-
do de Guardia y, en su caso, a la Fiscalía y a la Delegación
Provincial de Asuntos Sociales.

- Se realizarán dos informes, uno forense, para su remi-
sión a la autoridad judicial que lo ha requerido y otro clínico-
asistencial, que refleje la valoración médica y psicológica rea-
lizada por los distintos especialistas sanitarios.

- A continuación, debe comunicarse a la familia la actua-
ción realizada.

- El examen médico debe reflejar:

Entrevista e historia clínica, exploración general, explora-
ción genital, oral y anal en casos de abusos sexuales, y todas
aquellas actuaciones y pruebas complementarias necesarias
(recogida de ropas, limpieza de uñas, pruebas de embarazo,
determinación de grupo sanguíneo y rh del paciente, enferme-
dades de transmisión sexual...).

- Los criterios de ingreso hospitalario pueden ser:

Necesidad de tratamiento hospitalario.
Necesidad de protección de la víctima.
Gran afectación psicológica.
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- Durante la hospitalización de cualquier menor es funda-
mental mantener un protocolo de observación por parte de
enfermería, que aprecie la calidad de las relaciones padres-
hijo, las actitudes y las conductas del menor, la calidad y can-
tidad de las visitas, el interés familiar respecto de la evolución
del menor, el posible incremento de sintomatología tras las
visitas, etc., especialmente, en los casos de riesgo y posible
maltrato y, en general, respecto de toda la población infantil.

- En cada provincia se designará un dispositivo sanitario
de maltrato infantil de referencia (Hospital) que disponga de
un equipo especializado para la evaluación de casos de mal-
trato infantil, especialmente los más graves (lesiones) y los
relacionados con el abuso sexual, que garantice un protocolo
completo y ágil de atención y que contemple la integridad de
los aspectos a abordar (apoyo emocional y legal, evaluación
psicosocial, exploración y tratamiento somáticos, recogida de
pruebas, protección, denuncia...).

- Si desde cualquier dispositivo sanitario se sospecha de
la existencia de maltrato se debe contactar inmediatamente
con los Servicios Sociales (Corporación Local) para recabar
toda la información de la que éstos dispongan y coordinar las
primeras actuaciones. Esta primera valoración determinará las
necesidades de atención inmediata que el menor requiera (asis-
tencia sanitaria, protección policial, apoyo psicológico) y se
asegurará esta asistencia, si fuese necesaria.

- Atendiendo a la gravedad de la situación detectada, los
servicios sanitarios actuarán:

a) La evaluación del maltrato como leve determinará el
diseño de un plan de intervención desde el ámbito sanitario
que aborde la problemática psicosocial del menor, con el apo-
yo y la coordinación de otros profesionales que trabajen en el
entorno social del menor, sobre todo, de los Servicios Socia-
les, a los que, en todo caso, se informará para su asesora-
miento y seguimiento.

b) En los casos de maltrato moderado se dispondrá la in-
mediata coordinación, notificación (mediante informes técni-
cos) y derivación a los Servicios Sociales (Corporación Local).

c) Cuando se estima que existe probabilidad de que el
menor sufra maltrato grave (maltrato prenatal, síndrome de
Münchaussen por poderes, abuso sexual…) se notificará de
modo verbal y por escrito a la Delegación Provincial de Asun-
tos Sociales, aportando los informes técnicos pertinentes, y,
en su caso, al Juez de Guardia, mediante el parte de lesiones.

d) En los casos de urgencia, en los que se estima que
peligra la integridad del menor, se notificará de forma inme-
diata a la Delegación Provincial de Asuntos Sociales, Autori-
dad Judicial o Ministerio Fiscal, sin menoscabo de que los
propios servicios sanitarios garanticen la atención inmediata
que el menor requiera (tratamiento de lesiones, ingreso hospi-
talario, apoyo emocional, protección policial…)

VII. Consejería de Asuntos Sociales.
Corresponde a la Consejería de Asuntos Sociales, a tra-

vés de la Entidad Pública competente (Delegación Provincial),
iniciar un procedimiento de protección cuando tenga conoci-
miento de una posible situación de desamparo, sin perjuicio
de la adopción de las medidas inmediatas de atención que el
menor requiera:

- Cuando la Consejería de Asuntos Sociales, a través de
sus Delegaciones Provinciales, detecte la existencia de circuns-
tancias que impliquen un riesgo para el desarrollo personal o
social de los menores, habrá de ponerlo en conocimiento de
los Servicios Sociales para que comprueben la situación del
menor y en su caso intervengan conforme a sus competen-
cias, para evitar que se produzca la situación de desprotección.

- Si con la intervención de los Servicios Sociales y otros
recursos disponibles no se consigue un cambio positivo y sufi-

ciente en el comportamiento y actitud de los padres, tutores o
guardadores y los menores se mantienen privados de la necesa-
ria asistencia moral o material, el órgano competente de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, ponderando la concurrencia
y gravedad de los indicadores de desprotección existentes, ha-
brá de declarar la situación de desamparo y asumirá su tutela.

- Cuando la Delegación Provincial de Asuntos Sociales
tenga conocimiento de que existen circunstancias que ponen
en grave riesgo la integridad física o psíquica de un menor se
podrá declarar la situación provisional de desamparo como
medida cautelar.

- Para la ejecución de la medida protectora se recabará el
auxilio y la colaboración policial en aquellos casos en que se
prevea que puede haber oposición violenta por parte de los
padres o cuidadores y, si fuese necesario, el auxilio judicial
para que se autorice la entrada en domicilio, todo ello en or-
den a proceder a la ejecución forzosa del acto administrativo.

- Si se han detectado indicios de un presunto delito se
deberá poner siempre en conocimiento del Ministerio Fiscal,
y, en su caso, si procede, en conocimiento del Juzgado me-
diante la oportuna denuncia.

- La aplicación de la medida de protección exigirá un se-
guimiento personalizado de la situación y evolución de los
menores y su familia, en coordinación con los Servicios Socia-
les, y habrá de adaptar en cada momento el ejercicio de la
medida de protección al desarrollo y a las necesidades psico-
sociales de los menores, prevaleciendo el superior interés de
los mismos, y planificando el conjunto de la intervención con
el objetivo último de la integración definitiva en un contexto
familiar y social normalizado.

- A los menores sujetos a medidas de protección se les
garantizará la adecuada continuidad afectiva y social que sea
beneficiosa para su desarrollo personal, así como la atención
educativa individualizada, la preservación de su intimidad e
imagen, la atención sanitaria adaptada a sus circunstancias,
evitando exploraciones repetitivas e intrusivas, y a la adecua-
ción de los procedimientos administrativos o judiciales para
evitar su revictimización.

Por ello, y en prueba de su conformidad, lo firman en
Córdoba el 20 de noviembre de 2002.

El Consejero de Gobernación, Alfonso Perales Pizarro. La
Consejera de Justicia y Administración Pública, Carmen
Hermosín Bono. El Consejero de Salud, Francisco Vallejo Se-
rrano. La Consejera de Educación y Ciencia, Cándida Martínez
López. El Consejero de Asuntos Sociales, Isaías Pérez Saldaña,
El Delegado de Gobierno en Andalucía, Juan Ignacio Zoido
Álvarez. El Presidente del TSJ de Andalucía, Augusto Méndez
de Lugo y López de Ayala. Fiscal Jefe del TSJ de Andalucía,
Jesús María García Calderón. El Presidente de la FAMP, José
Moratalla Molina.

ORDEN de 11 de febrero de 2004, por la que se re-
gulan las prestaciones económicas a las familias acoge-
doras de menores.

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección
Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, modifica la Ley 21/1987 de
11 de noviembre, en materia de adopción y acogimiento fami-
liar. Entre otros aspectos novedosos, establece tres tipos de
acogimiento familiar, teniendo como objetivo, en todo caso,
evitar que los menores se vean privados innecesariamente de
la permanencia en un ambiente familiar.

Más concretamente, el artículo 173 del Código Civil, con-
templa la posibilidad de que el documento de formalización
del acogimiento familiar incluya «la compensación económica
que, en su caso, vayan a recibir los acogedores».


